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ACCIONANTE: DIDIER DE JESÚS RAMÍREZ OSORIO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, Diciembre once (11) de dos mil seis (2006)
Aprobado por Acta No. 793
Hora: 05:45 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por la apoderada de la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, contra el fallo de tutela proferido el nueve (09) de octubre de dos mil seis (2006) por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta por el señor DIDIER DE JESÚS RAMÍREZ OSORIO, donde figuran accionadas la citada E.S.E. y la E.P.S. Seguro Social. 

2.- DEMANDA 
La solicitud de amparo constitucional presentada, tiene sustento en el hecho de que al señor DIDIER DE JESÚS RAMÍREZ TORO le fue ordenado un procedimiento quirúrgico denominado ESCISIÓN DE DISCO INTERVERTEBRAL EN SEGUIMIENTO LUME-CIRUGÍA NEUROLÓGICA a raíz de una dolencia aguda que se le presentó en el mes de junio del presente año. Para el veintisiete (27) de julio, el dolor le impedía caminar y dado que los analgésicos que le fueron recetados en oportunidad anterior no le obraban, fue remitido para valoración con fisiatra, la cual no se había producido.

Debido al agudo dolor, debió presentarse a la Clínica Pío XII donde fue internado de manera inmediata el pasado dieciséis (16) de agosto. Se le practicó un TAC que arrojó como resultado un INFARTO CEREBRAL, se le diagnosticó una HERNIA DISCAL LUMBAR y le fue ordenada cirugía por su médico tratante desde el cuatro (4) de septiembre. Esta cirugía debía ser realizada el siguiente siete (7) de septiembre, fecha en la cual incluso alcanzó a ser preparado para el procedimiento quirúrgico, previa valoración del anestesiólogo, el que finalmente no se realizó porque el Doctor ZÚÑIGA -su médico tratante- no lo había programado y tampoco se presentó, situación que para el accionante es extraña dado que relata que el mencionado profesional lo visitó todos los días a las 05:30 de la tarde mientras estuvo hospitalizado.
Ante la insistencia para la práctica de la cirugía, lo que obtuvo fue la orden de salida el doce (12) de septiembre con una incapacidad por sesenta (60) días. Señala que hay un incumplimiento de las obligaciones de la E.P.S. ante el retardo y negligencia para la práctica de la cirugía, que de no practicarse pone en evidente riesgo su salud y su facultad de locomoción. Solicita del Juez en sede de tutela, una orden inmediata al Seguro Social la práctica de la cirugía que se le recomendó con carácter prioritario.
3.- FALLO 

Debidamente trabado el contradictorio y obtenida la respuesta de la E.P.S. en el sentido de no haberse presentado vulneración de derecho alguno, en atención a ser debidamente autorizada la orden para la cirugía, donde por demás, se pedía la vinculación de la Dirección de la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino; el a quo  decidió convocar al trámite a esta entidad, que en su debida oportunidad informó que la cirugía estaba programada para el día jueves once (11) de enero de 2006 –sic- y solicitó también su desvinculación al estimar que tampoco había vulnerado derechos fundamentales.

En su fallo, el señor Juez del conocimiento tuvo en cuenta que de no acudirse al trámite constitucional no se sabría cuánto tiempo más debía haber esperado el actor para lograr la realización del medio quirúrgico que requería para mejorar su calidad de vida. Por lo mismo, el Juez de tutela debía intervenir para logar que cesara la trasgresión de los derechos violados, pues la atención de la salud de las personas debe tener total prioridad, ya que su desconocimiento podría poner en serio riesgo la vida, garantía catalogada como fundamental en nuestra Constitución Política. De ahí que el derecho a la salud debía protegerse por estar estrechamente ligado con la existencia misma.
Refirió que a pesar de haberse informado la programación de cirugía, no era prudente declarar la improcedencia de la acción, dado que la fecha de su realización no había llegado y de ella dependía el mejoramiento de la calidad de vida del actor. En otras palabras, no se tenía prueba de la satisfacción del derecho y solamente obraba una simple afirmación de la vinculada, cuando comunicó la fecha señalada para la realización del procedimiento quirúrgico.

En consecuencia, concedió el amparo depredado y ordenó que la cirugía se debía realizar dentro de los treinta (30) días siguientes a la notificación del fallo, en consideración al avanzado y delicado estado de salud del actor. Por demás, instó a la E.P.S. Seguro Social para que extendiera su función a la efectivización del servicio médico autorizado, para evitar que se volviera a presentar la situación planteada, que vulnera ostensiblemente la situación de los usuarios.
4.- IMPUGNACIÓN

En el escrito pertinente, se aclara en primer término, que la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino no es una Unidad Hospitalaria -como aparentemente lo entiende el a quo- sino que se trata de  una Empresa Social del Estado conformada por Unidades Hospitalarias –la Clínica Pío XII es una de ellas- y Centros de Atención Ambulatoria (CAAs).
La inconformidad de la impugnante radica en que en efecto ya se le programó la cirugía al señor RAMÍREZ OSORIO para el día once (11) de enero de 2007 a las 7:00 a.m., fecha asignada por tratarse de una cirugía de alto riesgo, dada la altísima complejidad tecnológica y científica que apareja, razón por la cual se deben contemplar todas las previsiones posibles para no correr riesgos que comprometan la vida del paciente. Requiere también de la programación de la agenda de médicos y personal asistencial, así como la preparación del material quirúrgico y científico requerido. Alude a que los usuarios de la E.S.E en un 85% provienen de la E.P.S. Seguro Social, población que se caracteriza por ser adultos mayores en su gran porcentaje, lo que supone una alta carga de patologías que a su vez aumenta el número de cirugías programadas, que obligan a asignarlas para tres o cuatro meses después.

En el caso del actor, señala que se requiere además la realización de algunos elementos médicos que se deben solicitar con no menos de treinta (30) días de anticipación, razón adicional para programar su cirugía en la fecha indicada. En esas condiciones, el término al que hace alusión el señor Juez se torna insuficiente.

Agrega que en la lista de turnos para la práctica de cirugías se encuentran personas en idéntica situación a la del actor, lo que hace que la decisión del a quo aparezca como injusta, porque implica saltarse varios turnos preestablecidos, sin que exista un criterio razonable que justifique darle prioridad a algún procedimiento quirúrgico especial. Solicita por tanto, sea tenida como fecha de la cirugía, aquella a la que se ha hecho previa alusión.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
De lo analizado, queda evidenciada la importancia que tiene una adecuada gestión por parte de las E.P.S. en lo que hace con los requerimientos de salud que tienen sus afiliados, la cual desde ningún punto de vista puede justificarse con la autorización de una orden para la práctica de una cirugía y la correspondiente remisión a la institución que prestará el servicio, como tantas veces lo ha sostenido esta Sala de Decisión. Por el contrario, lo que los deberes y obligaciones de tales entes señalan, es que deben acompañar, coordinar y verificar la calidad de la atención que se suministra a los usuarios. De haber cumplido la E.P.S Seguro Social con esos cometidos, muy seguramente la situación del señor DIDIER DE JESÚS RAMÍREZ OSORIO sería diferente y a la hora de ahora habría recibido la atención médica especializada que su condición clínica necesita.

Desde esa óptica, no pueden ser de recibo los argumentos plasmados en la impugnación, en cuanto pretenden prolongar aun más el sufrimiento que debe afrontar el actor por concepto de las dolencias que lo aquejan. Se dice así, en primer lugar, porque la magnitud y trascendencia de la operación que necesita el paciente no son circunstancias nuevas y desconocidas para la entidad en la cual fue internado el señor RAMÍREZ OSORIO, al punto que desde muy temprano se determinó que requería con urgencia la cirugía de ESCISIÓN DE DISCO INTERVERTEBRAL, incluso con la programación de una fallida intervención a realizarse el pasado siete (7) de septiembre. Significa lo anterior, que desde el punto de vista médico la situación del actor no podía dar espera, así como tampoco permite que se dilate todavía más la práctica del procedimiento quirúrgico que le ha sido ordenado.
Vistas así las cosas, parecería que el criterio médico poco o ningún valor tiene frente a temas baladíes como lo son los trámites administrativos a los cuales se ha acudido para justificar una tardanza que el paciente no tiene porqué soportar, en especial porque las Directivas de la E.S.E. Rita Arango Álvarez del Pino, parecieran olvidar que la persona cuya operación se dispuso se realizara dentro de la mayor brevedad posible, es un ser humano aquejado por fuertes dolores –no una simple cifra estadística-. Basta apreciar lo que al respecto reiteró la jurisprudencia de la Corte Constitucional en su Sentencia T-995 del 29 de septiembre de 2005, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra, cuando acerca de este específico punto se dijo:

La Corporación en casos en los cuales las personas han sufrido lesiones que les causan dolor y que además requieren de una cirugía, ha dicho que aquellas autoridades competentes que se nieguen sin ninguna justificación razonable, a dictar las medidas necesarias para evitar este sufrimiento estarían incumpliendo con sus deberes, desconociendo los derechos a una vida digna, a la salud y la integridad física, psíquica y moral de las personas.  Al respecto la Sentencia T-805 de 2005
, dijo:

“En este sentido, en la Sentencia T- 499 de 1992
, la Corte expresó:

Una lesión que ocasiona dolor a la persona y que puede ser conjurada mediante una intervención quirúrgica, se constituye en una forma de trato cruel (CP art. 12) cuando, verificada su existencia, se omite el tratamiento para su curación.  El dolor intenso reduce las capacidades de la persona, impide su libre desarrollo y afecta su integridad física y psíquica. La autoridad competente que se niega, sin justificación suficiente, a tomar las medidas necesarias para evitarlo, omite sus deberes, desconoce el principio de la dignidad humana y vulnera los derechos a la salud y la integridad física, psíquica y moral de la persona.

(...)

“El dolor envilece a la persona que lo sufre. Si quien está en el deber de impedirlo no lo hace, incurre con su omisión en la vulneración del derecho a la integridad personal del afectado, quedándole a éste último la posibilidad de ejercer las acciones judiciales para la protección inmediata de sus derechos fundamentales".
Esta postura ha sido reiterada en sentencias como la T-855 de 2002
 y T-1168 de 2004
, en las que la Corte ordenó a las entidades accionadas suministrar servicios requeridos por los tutelantes a los que, en principio, no estaban obligadas. En estas oportunidades la Corte consideró que la necesidad urgente de los tratamientos solicitados por los usuarios se derivaba del intenso y prolongado dolor que padecían, situación que vulneraba sus derechos a la integridad física y a la dignidad y que podía asimilarse al sometimiento a un trato cruel, inhumano y degradante.” (subrayas fuera de texto)
Con mayor razón entonces, se debe insistir en que el plazo señalado por el señor Juez de Primer Grado, está acorde con la situación del actor y con el criterio médico que dispuso de manera prioritaria la práctica de la cirugía aludida. Por consiguiente, se hace imprescindible la confirmación del fallo impugnado. 
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo proferido por el señor Juez Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, de conformidad con los argumentos expuestos.

SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
             JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� M.P. Eduardo Montealegre Lynett.


� M.P. Rodrigo Escobar Gil.
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